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OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA ILÍCITA. EL ARTÍCULO 400 BIS,
PÁRRAFO SEXTO, DEL CÓDIGO PENAL FEDERAL, VIGENTE HASTA EL 14 DE MARZO DE
2014, NO VULNERA EL PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA.
  
  
El precepto citado, al prever que son producto de una actividad ilícita los recursos, derechos o
bienes de cualquier naturaleza, cuando existan indicios fundados o certeza de que provienen directa
o indirectamente, o representan las ganancias derivadas de la comisión de algún delito y no pueda
acreditarse su legítima procedencia, no vulnera el principio de presunción de inocencia, pues la
determinación de tal elemento normativo exige comprobar que la actividad de la que proceden los
recursos es ilícita, para lo cual, el Ministerio Público debe aportar indicios fundados, cuya valoración
permita tener certeza de que provienen o representan las ganancias derivadas de la comisión de
algún delito, por lo que no debe considerarse que la frase "y no pueda acreditarse su legítima
procedencia" revierta la carga de la prueba al inculpado, eximiendo al Ministerio Público de la
obligación que tiene en términos de los artículos 21 y 102 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, ya que la hipótesis en él contenida sólo constituye una presunción iuris tantum,
al admitir prueba en contrario; es decir, este señalamiento no obliga al inculpado a demostrar la
licitud de la procedencia de los recursos, toda vez que ello constituye el reconocimiento del derecho
de defensa que le asiste. Consecuentemente, el artículo 400 bis, párrafo sexto, del Código Penal
Federal, vigente hasta el 14 de marzo de 2014, alude a la forma en que el imputado decide ejercer
su defensa frente a las pruebas aportadas en su contra, en el entendido de que si aquél no acredita
la legítima procedencia de los recursos, dicha circunstancia, por sí sola, tampoco releva al Ministerio
Público de recabar el acervo probatorio que acredite la existencia del delito y la responsabilidad
penal; de ahí que no se está en presencia de una obligación, sino de un derecho que se puede
ejercer o no y, en consecuencia, tampoco obliga al imputado a declarar en su contra.
  
  
Amparo en revisión 1374/2005. 26 de octubre de 2005. Cinco votos de los Ministros José de Jesús
Gudiño Pelayo, Sergio A. Valls Hernández, Juan N. Silva Meza, José Ramón Cossío Díaz, quien
formuló voto concurrente y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Olga Sánchez
Cordero de García Villegas. Secretaria: Ana Carolina Cienfuegos Posada.
 
Amparo directo en revisión 1760/2005. 30 de noviembre de 2005. Cinco votos de los Ministros José
de Jesús Gudiño Pelayo, Sergio A. Valls Hernández, Juan N. Silva Meza, José Ramón Cossío Díaz
y Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas.
Secretaria: Constanza Tort San Román.
 
Amparo directo en revisión 794/2008. 2 de julio de 2008. Cinco votos de los Ministros José de Jesús
Gudiño Pelayo, José Ramón Cossío Díaz, Juan N. Silva Meza, Olga Sánchez Cordero de García
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Villegas y Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas.
Secretario: Francisco Octavio Escudero Contreras.
 
Amparo en revisión 327/2008. 3 de diciembre de 2008. Mayoría de cuatro votos de los Ministros
José de Jesús Gudiño Pelayo, Juan N. Silva Meza, Olga Sánchez Cordero de García Villegas y
Sergio A. Valls Hernández. Disidente: José Ramón Cossío Díaz, quien formuló voto particular.
Ponente: Olga Sánchez Cordero de García Villegas. Secretario: Francisco Octavio Escudero
Contreras.
 
Amparo en revisión 433/2010. 1 de septiembre de 2010. Cinco votos de los Ministros Arturo Zaldívar
Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Juan N. Silva Meza, Olga Sánchez Cordero de García
Villegas y José de Jesús Gudiño Pelayo. Ponente: José de Jesús Gudiño Pelayo. Secretaria:
Carmina Cortés Rodríguez.
 
Tesis de jurisprudencia 71/2014 (9a.), aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión
de fecha cinco de noviembre de dos mil catorce.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 21 de noviembre de 2014 a las 09:20 horas en el Semanario Judicial
de la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de
noviembre de 2014, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario
19/2013.
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PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA
ILÍCITA. EL ARTÍCULO 32 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO HACE NUGATORIO EL PODER
LIBERATORIO DE LOS BILLETES Y MONEDAS QUE PREVÉ LA LEY MONETARIA DE LOS
ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.
  
  
La prohibición del artículo 32 aludido, de dar cumplimiento a obligaciones y, en general, liquidar o
pagar, así como aceptar la liquidación o el pago de actos u operaciones mediante el uso de
monedas y billetes, en moneda nacional o divisas y metales preciosos en los supuestos que
desarrolla, no hace nugatorio el poder liberatorio de billetes y monedas expedidos por el Banco de
México a que se refiere el artículo 4o. de la Ley Monetaria citada, en la medida en que aquel
numeral sólo establece limitantes para el pago en efectivo, siendo posible hacerlo con depósito,
transferencia electrónica a una cuenta bancaria o con la emisión de cheques; además, porque esta
restricción tiene como fin proteger el sistema financiero y la economía nacional, constituyendo una
medida para prevenir y detectar actos u operaciones que involucren recursos de procedencia ilícita
cuyo fundamento es el artículo 2 de la ley aludida.
  
  
Amparo en revisión 395/2014. Susana Margarita Bravo Vieytez. 17 de septiembre de 2014.
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. Ponente: Sergio A. Valls
Hernández; en su ausencia hizo suyo el asunto Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Miguel
Ángel Burguete García.
 
Amparo en revisión 516/2014. Aeroplasa Automotriz, S.A. de C.V. 30 de octubre de 2014.
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales; votó con salvedad José
Fernando Franco González Salas. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Margarita Beatriz
Luna Ramos. Secretaria: Ma. de la Luz Pineda Pineda.
 
Amparo en revisión 713/2014. Servicios de Comercio Electrónico, S.A. de C.V. 4 de febrero de
2015. Cuatro votos de los Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas,
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos.
Secretarios: Miguel Ángel Burguete García y Paola Yaber Coronado.
 
Amparo en revisión 826/2014. Pro Invest, S.A. de C.V. y otras. 4 de marzo de 2015. Cuatro votos de
los Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna
Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad Juan N. Silva Meza. Ponente: José Fernando
Franco González Salas. Secretaria: Norma Paola Cerón Fernández.
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Amparo en revisión 878/2014. Star Patria, S.A. de C.V. 18 de marzo de 2015. Unanimidad de cuatro
votos de los Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz
Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez
Dayán. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas.
 
Tesis de jurisprudencia 86/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en
sesión privada del diez de junio de dos mil quince.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 26 de junio de 2015 a las 09:20 horas en el Semanario Judicial de la
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de junio de 2015,
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA
ILÍCITA. LOS ARTÍCULOS 2 Y 32, FRACCIÓN II, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA NO VIOLAN EL
PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA.
  
  
Los preceptos citados no violan el principio de presunción de inocencia, en la medida en que la
intención del legislador fue considerar a determinados negocios como vulnerables para ser
utilizados en la realización de operaciones con recursos de procedencia ilícita, sin que contengan
una sanción administrativa o puedan calificar a las actividades o actos señalados como conductas
ilegítimas de las que el gobernado deba probar su licitud.
  
  
Amparo en revisión 516/2014. Aeroplasa Automotriz, S.A. de C.V. 30 de octubre de 2014.
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales; votó con salvedad José
Fernando Franco González Salas. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Margarita Beatriz
Luna Ramos. Secretaria: Ma. de la Luz Pineda Pineda.
 
Amparo en revisión 938/2014. Vehículos Europeos de Guadalajara, S.A. de C.V. 8 de abril de 2015.
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Alberto Pérez
Dayán. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas.
 
Amparo en revisión 15/2015. Camiones Japoneses de León, S.A. de C.V. 15 de abril de 2015. Cinco
votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz
Luna Ramos. Secretaria: Ma. de la Luz Pineda Pineda.
 
Amparo en revisión 185/2015. Estampida Motors, S.A. de C.V. 22 de abril de 2015. Cinco votos de
los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas,
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Juan N. Silva Meza. Secretaria:
María Carla Trujillo Ugalde.
 
Amparo en revisión 363/2015. Plasencia Camiones de Guadalajara, S.A. de C.V. 29 de abril de
2015. Cuatro votos de los Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas,
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán, votó con salvedad Juan N. Silva Meza.
Ausente y Ponente: Eduardo Medina Mora I.; en su ausencia hizo suyo el asunto Margarita Beatriz
Luna Ramos. Secretario: Miguel Ángel Burguete García.
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Tesis de jurisprudencia 87/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en
sesión privada del diez de junio de dos mil quince.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 26 de junio de 2015 a las 09:20 horas en el Semanario Judicial de la
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 29 de junio de 2015,
para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA
ILÍCITA. EL ARTÍCULO 17, FRACCIÓN XII, APARTADOS A, INCISO C) Y B, INCISO B), DE LA
LEY FEDERAL RELATIVA, NO VIOLA EL DERECHO A LA IGUALDAD.
  
  
El artículo, apartados e incisos señalados, al obligar a los notarios públicos a dar aviso de
operaciones de constitución de personas morales, su modificación patrimonial derivada del aumento
o disminución del capital social, fusión o escisión, así como la compraventa de acciones y partes
sociales de las propias personas morales cuando el monto sea igual o superior al equivalente a
8025 veces el salario mínimo general vigente en el Distrito Federal y, en cambio, a los corredores
públicos a dar esos avisos en el caso de la constitución de personas morales mercantiles, sin
importar el monto de la operación, no dan un trato discriminatorio ni violan el derecho a la igualdad
reconocido por el artículo 1o. de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque
se trata de sujetos distintos, que si bien fueron incorporados como obligados no financieros que dan
fe, formalizan y asesoran en actos civiles y mercantiles susceptibles de ser utilizados para realizar
operaciones con recursos de procedencia ilícita o de financiamiento al terrorismo, lo que los
convierte en custodios del sistema financiero y de comercio en general, se diferencian en varios
aspectos, como el ámbito de competencia, que para los corredores públicos es federal y los regula
el Ejecutivo Federal, mientras que por lo que hace al notariado, en general su regulación pertenece
al ámbito local y es el Ejecutivo Local quien regula lo respectivo; además, porque la aplicación de la
Ley Federal de Correduría Pública incumbe a la Secretaría de Economía, y la de la Ley del
Notariado para el Distrito Federal al Jefe de Gobierno y a las autoridades competentes del Distrito
Federal, y porque la naturaleza de sus actividades es diversa, ya que el corredor público tiene
injerencia netamente en actividades comerciales y mercantiles, que requieren mayor atención
respecto a las posibles actividades vulnerables de operaciones con recursos de procedencia ilícita,
y la de los notarios es sobre cuestiones civiles y mercantiles.
  
  
Amparo en revisión 395/2014. Susana Margarita Bravo Vieytez. 17 de septiembre de 2014.
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. Ponente: Sergio A. Valls
Hernández; en su ausencia hizo suyo el asunto Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Miguel
Ángel Burguete García.
 
Amparo en revisión 714/2014. Rodrigo Ernesto Barahona Iglesias. 11 de febrero de 2015. Cuatro
votos de los Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz
Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretarios:
Juan Pablo Gómez Fierro y Norma Paola Cerón Fernández.
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Esta tesis se publicó el viernes 26 de junio de 2015 a las 09:20 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.
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PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA
ILÍCITA. EL ARTÍCULO 18 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA EN RELACIÓN CON LOS DIVERSOS
7, 13, 15 Y 16 DE SU REGLAMENTO, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE LEGALIDAD.
  
  
Los numerales indicados, al señalar y desarrollar las obligaciones de quienes realizan las
actividades vulnerables a que se refiere el artículo 17 de la Ley Federal para la Prevención e
Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita, como es identificar y verificar la
identidad de los clientes y usuarios, así como presentar avisos relacionados con actos u
operaciones de actividades vulnerables, y enviar esa información al Servicio de Administración
Tributaria, entre otras, no violan el derecho a la legalidad, reconocido en el artículo 16 de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, toda vez que ello corresponde a la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, quien tiene la facultad de emitir actos administrativos que
cumplan con los parámetros constitucionales, y porque está constreñida a desarrollar sus facultades
de verificación exclusivamente en relación con la información o documentación relacionada con las
actividades vulnerables, y durante su desarrollo, debe sujetarse a lo dispuesto por la ley
mencionada.
  
  
Amparo en revisión 524/2014. Luis Eduardo Zuno Chavira. 21 de enero de 2015. Cuatro votos de
los Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna
Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretarios: Juan
Pablo Gómez Fierro y Norma Paola Cerón Fernández.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 26 de junio de 2015 a las 09:20 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.

Instancia: Segunda Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 2a. XLV/2015 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
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PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA
ILÍCITA. EL ARTÍCULO 32, FRACCIÓN II, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA NO VULNERA EL
PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA.
  
  
El precepto citado, al prever que queda prohibido dar cumplimiento a obligaciones y, en general,
liquidar o pagar, así como aceptar la liquidación o el pago, de actos u operaciones mediante el uso
de monedas y billetes, en moneda nacional o divisas y metales preciosos, tratándose de
transmisiones de propiedad o constitución de derechos reales sobre vehículos, nuevos o usados, ya
sean aéreos, marítimos o terrestres por un valor igual o superior al equivalente a 3210 veces el
salario mínimo vigente en el Distrito Federal, al día en que se realice el pago o se cumpla la
obligación, no disminuye el valor liberatorio otorgado por el Estado a la moneda conforme a los
numerales 4o. y 5o. de la Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos y, por ende, no vulnera
el principio de seguridad jurídica contenido en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, porque no existe antinomia entre la Ley Monetaria aludida y la Ley
Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita que
genere inseguridad jurídica para la aplicación de la norma, ya que el artículo 32 referido no
menoscaba el poder liberatorio ilimitado que el Estado, por conducto del Banco de México, otorga a
los billetes mexicanos para el pago de obligaciones, ni el de las monedas metálicas que está
acotado al valor de 100 piezas de cada denominación en un mismo pago, sino sólo prevé limitantes
para pagar y aceptar la liquidación o el pago en efectivo, tratándose de vehículos nuevos o usados.
  
  
Amparo en revisión 516/2014. Aeroplasa Automotriz, S.A. de C.V. 30 de octubre de 2014. Cuatro
votos de los Ministros Luis María Aguilar Morales, José Fernando Franco González Salas, Margarita
Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán; votó con salvedad José Fernando Franco González
Salas. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria:
Ma. de la Luz Pineda Pineda.
 
Amparo en revisión 878/2014. Star Patria, S.A. de C.V. 18 de marzo de 2015. Cuatro votos de los
Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna
Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ausente: Eduardo Medina Mora I. Ponente: Alberto Pérez Dayán.
Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas.
 
Amparo en revisión 938/2014. Vehículos Europeos de Guadalajara, S.A. de C.V. 8 de abril de 2015.
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Alberto Pérez
Dayán. Secretario: José Álvaro Vargas Ornelas.
 

Instancia: Segunda Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 2a. XLVII/2015 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
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Amparo en revisión 976/2014. Automotriz Transmar de Cortés, S.A. de C.V. 6 de mayo de 2015.
Cinco votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco
González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando
Franco González Salas. Secretaria: Norma Paola Cerón Fernández. 
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 26 de junio de 2015 a las 09:20 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.
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PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA
ILÍCITA. EL ARTÍCULO 6 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA NO VIOLA EL DIVERSO 21 DE LA
CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.
  
  
Acorde con el precepto constitucional citado, la facultad de investigación de los delitos corresponde
al Ministerio Público y a las policías; sin embargo, dicha facultad no se transgrede con las
atribuciones otorgadas a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, por sí o a través de sus
Unidades, en el artículo 6 de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con
Recursos de Procedencia Ilícita, porque estas facultades no constituyen propiamente una
investigación, ya que, en caso de advertir hechos que pudieran constituir delitos, la Secretaría
deberá presentar la denuncia ante la autoridad correspondiente, es decir, ante el Ministerio Público,
quien continuará con su investigación y persecución.
  
  
Amparo en revisión 524/2014. Luis Eduardo Zuno Chavira. 21 de enero de 2015. Cuatro votos de
los Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna
Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretarios: Juan
Pablo Gómez Fierro y Norma Paola Cerón Fernández.
 
Amparo en revisión 761/2014. Jorge Ríos Hellig. 18 de febrero de 2015. Cuatro votos de los
Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna
Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Miguel
Ángel Burguete García.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 26 de junio de 2015 a las 09:20 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.

Instancia: Segunda Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 2a. XLIV/2015 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.
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PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA
ILÍCITA. EL REGLAMENTO Y LAS REGLAS DE CARÁCTER GENERAL A QUE SE REFIERE LA
LEY FEDERAL RELATIVA, NO VIOLAN LOS PRINCIPIOS DE RESERVA DE LEY Y DE
SUBORDINACIÓN JERÁRQUICA.
  
  
El artículo 45 del Reglamento de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones
con Recursos de Procedencia Ilícita, y los diversos 11, 12, 17, 19, 21, 23 y 26 de las Reglas de
Carácter General a que se refiere la ley citada, no establecen obligaciones adicionales a la ley
federal que regulan y, por ende, no violan los principios de reserva de ley y de subordinación
jerárquica, porque sólo precisan los mecanismos y procedimientos que deben implementar quienes
realicen actividades vulnerables para identificar a los clientes o usuarios que puedan realizar
operaciones con recursos de procedencia ilícita, regulando y pormenorizando las obligaciones
previstas en la propia ley, a fin de lograr su debido cumplimiento sin que con ello la excedan.
  
  
Amparo en revisión 546/2014. Miguel Carlos Alessio Robles Landa. 30 de octubre de 2014.
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. Ausente: Sergio A. Valls
Hernández. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretaria: Georgina Laso de la Vega Romero.
 
Amparo en revisión 524/2014. Luis Eduardo Zuno Chavira. 21 de enero de 2015. Cuatro votos de
los Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna
Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretarios: Juan
Pablo Gómez Fierro y Norma Paola Cerón Fernández.
 
Amparo en revisión 761/2014. Jorge Ríos Hellig. 18 de febrero de 2015. Cuatro votos de los
Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna
Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretario: Miguel
Ángel Burguete García.
 
Amparo en revisión 798/2014. Vinte Administración, Diseño y Consultoría, S.A. de C.V. y otras. 18
de marzo de 2015. Cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza, José
Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente:
Juan N. Silva Meza. Secretaria: María Carla Trujillo Ugalde.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 26 de junio de 2015 a las 09:20 horas en el Semanario Judicial de la
Federación.

Instancia: Segunda Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 2a. XLIII/2015 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación

Pág. 13 de 27 Fecha de impresión 18/04/2023



Tesis 
 

  Registro digital: 2009660 

  
  
PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA
ILÍCITA. LA LEY FEDERAL RELATIVA NO VIOLA EL DERECHO A LA LIBERTAD DE TRABAJO Y
DE COMERCIO.
  
  
La finalidad de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de
Procedencia Ilícita es proteger el sistema financiero y la economía nacional a través de medidas y
procedimientos para prevenir y detectar actos u operaciones que involucren recursos de
procedencia ilícita, y en sus diversas disposiciones establece limitaciones para llevar a cabo esos
actos u operaciones, imponiendo obligaciones y prohibiciones a quienes realicen actividades
consideradas como vulnerables, como la de condicionar el pago y aceptar la liquidación o el pago
en efectivo de diversas actividades hasta por cierto monto a razón de salarios mínimos, además de
obligar a recabar información y dar los avisos que en la ley señala; sin embargo, ello no viola el
derecho a la libertad de trabajo y de comercio reconocido por el artículo 5o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, porque no prohíbe de manera absoluta el desempeño de
las actividades comerciales o profesionales, sino que sólo conlleva una restricción de las
operaciones en efectivo que se consideran de alto valor y el establecimiento de ciertas obligaciones
para quienes realizan actividades consideradas como vulnerables, y se justifica por el beneficio
social que busca como finalidad constitucionalmente válida evitar que los recursos de procedencia
ilícita fortalezcan las estructuras financieras de la organización delictiva.
  
  
Amparo en revisión 395/2014. Susana Margarita Bravo Vieytez. 17 de septiembre de 2014.
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales. Ponente: Sergio A. Valls
Hernández; en su ausencia hizo suyo el asunto Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretario: Miguel
Ángel Burguete García.
 
Amparo en revisión 516/2014. Aeroplasa Automotriz, S.A. de C.V. 30 de octubre de 2014.
Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González
Salas, Margarita Beatriz Luna Ramos y Luis María Aguilar Morales; votó con salvedad José
Fernando Franco González Salas. Ausente: Sergio A. Valls Hernández. Ponente: Margarita Beatriz
Luna Ramos. Secretaria: Ma. de la Luz Pineda Pineda.
 
Amparo en revisión 610/2014. Víctor Elías Aboumrad Tamer. 21 de enero de 2015. Cuatro votos de
los Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna
Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretarios: Juan
Pablo Gómez Fierro y Norma Paola Cerón Fernández.
 

Instancia: Segunda Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 2a./J. 106/2015 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.

Tipo: Jurisprudencia

Semanario Judicial de la Federación
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Amparo en revisión 618/2014. Expo Lahe, S.A. de C.V. 21 de enero de 2015. Cuatro votos de los
Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas, Margarita Beatriz Luna
Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: José Fernando Franco González Salas. Secretarios: Juan
Pablo Gómez Fierro y Norma Paola Cerón Fernández.
 
Amparo en revisión 713/2014. Servicios de Comercio Electrónico, S.A. de C.V. 4 de febrero de
2015. Cuatro votos de los Ministros Juan N. Silva Meza, José Fernando Franco González Salas,
Margarita Beatriz Luna Ramos y Alberto Pérez Dayán. Ponente: Margarita Beatriz Luna Ramos.
Secretarios: Miguel Ángel Burguete García y Paola Yaber Coronado.
 
Tesis de jurisprudencia 106/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en
sesión privada del uno de julio de dos mil quince.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 07 de agosto de 2015 a las 14:26 horas en el Semanario Judicial de
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 10 de agosto de
2015, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.

Semanario Judicial de la Federación
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OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA ILÍCITA. EL ARTÍCULO 32 DE LA LEY
FEDERAL PARA LA PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE ESE TIPO DE OPERACIONES, NO
VIOLA EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA, EN TANTO NO SE CONTRAPONE CON LO
DISPUESTO EN LA LEY MONETARIA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS.
  
  
El artículo de referencia prohíbe dar cumplimiento a obligaciones y, en general, liquidar o pagar, así
como aceptar la liquidación o el pago, de actos u operaciones mediante el uso de monedas y
billetes, en moneda nacional o divisas y metales preciosos, en operaciones comerciales que
excedan los montos determinados en el propio precepto y que la misma Ley Federal para la
Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita considera
vulnerables. Dicha circunstancia no contradice ni desconoce el poder liberatorio de los billetes y
monedas expedidos o acuñadas por el Banco de México a que se refieren los artículos 4o. y 5o. de
la Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos, sino más bien constituye un límite impuesto
para su uso en operaciones consideradas por el legislador democrático como susceptibles de
utilizarse para el blanqueo de recursos provenientes de actividades ilícitas. Ello, desde luego, en
aras de cumplir con el objeto para el cual fue creado el primer ordenamiento mencionado, es decir,
proteger el sistema financiero y la economía nacional a partir de medidas y procedimientos para
prevenir y detectar actos u operaciones que involucren recursos de procedencia ilícita. Luego, es
claro que entre la Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos y la Ley Federal para la
Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita no existe
contradicción en el aspecto mencionado, sino una complementariedad que deriva de su igualdad
normativa jerárquica y del supuesto básico de que ambas normas se refieren al ámbito económico y
financiero del país; el primer ordenamiento por regular la unidad del sistema monetario nacional y el
segundo por dirigirse a proteger dicho sistema del blanqueo proveniente de actos delictivos, a
través de las actividades vulnerables.
  
  
Amparo en revisión 104/2015. Garpa Arrenda, S.A. de C.V. 20 de mayo de 2015. Cinco votos de los
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo,
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón
Cossío Díaz. Secretaria: Carmen Vergara López.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 21 de agosto de 2015 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a. CCXLVIII/2015 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación

Pág. 16 de 27 Fecha de impresión 18/04/2023



Tesis 
 

  Registro digital: 2009780 

  
  
PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA
ILÍCITA. EL ARTÍCULO 17, FRACCIÓN XV, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO TRANSGREDE
EL DERECHO HUMANO A LA IGUALDAD.
  
  
El artículo 17 de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de
Procedencia Ilícita prevé las actividades que el legislador consideró "vulnerables" en relación con
las operaciones con recursos de procedencia ilícita, entre ellas la prevista en su fracción XV,
concerniente a la constitución de derechos personales de uso o goce de bienes inmuebles por un
valor mensual superior al equivalente a un mil seiscientas cinco veces el salario mínimo vigente en
el Distrito Federal, al día en que se realice el pago o se cumpla la obligación. Por su parte, el
artículo 18 del mismo ordenamiento establece determinadas obligaciones, prohibiciones y límites
para ese tipo de actividades. Ahora bien, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la
Nación no advierte que alguno de los preceptos referidos se emitiera bajo la perspectiva de incluir
personas que compartan o históricamente hayan compartido una condición de exclusión; por el
contrario, la incorporación de los sujetos del sector no financiero, incluidos los dedicados al ámbito
inmobiliario, al esquema de combate al lavado de dinero, obedeció a razones objetivas,
específicamente, al hecho de que conforme a las mejores prácticas internacionales y al contexto
nacional fueron considerados por el órgano legislativo federal como más propensos a ser utilizados
por la delincuencia para el blanqueo de sus recursos. De ahí que el artículo 17, fracción XV, de la
ley referida, no transgrede el derecho humano a la igualdad.
  
  
Amparo en revisión 11/2015. Tlazala Sur, S.A. de C.V. 22 de abril de 2015. Cinco votos de los
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo,
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón
Cossío Díaz. Secretaria: Carmen Vergara López.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 21 de agosto de 2015 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a. CCXLIII/2015 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA
ILÍCITA. EL ARTÍCULO 18 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA NO CONSTITUYE A LOS
PARTICULARES EN AUTORIDADES DE HECHO.
  
  
El precepto citado prevé obligaciones dirigidas a compeler a quienes desarrollen actividades
vulnerables, específicamente a recabar, entre otras cuestiones, documentación e información que
permita conocer el origen de los pagos en efectivo superiores a determinados montos, susceptibles
de provenir de actividades ilícitas. Ahora bien, dichas obligaciones se inscriben en un marco de
coordinación interinstitucional prevista en la ley para recabar elementos útiles en la investigación y
persecución de los delitos de operaciones con recursos de procedencia ilícita, los relacionados con
estos últimos, las estructuras financieras de las organizaciones delictivas, así como para evitar el
uso de los recursos para su financiamiento. Así, el artículo 18 de la Ley Federal para la Prevención
e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita no constituye a los particulares
en autoridades de hecho, pues el papel que tienen en el marco de coordinación relatado no es el de
una autoridad, sino el de particulares obligados a cumplir con el propio ordenamiento al realizar
operaciones vulnerables.
  
  
Amparo en revisión 11/2015. Tlazala Sur, S.A. de C.V. 22 de abril de 2015. Cinco votos de los
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo,
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón
Cossío Díaz. Secretaria: Carmen Vergara López.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 21 de agosto de 2015 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Administrativa,
Penal

Tesis: 1a. CCXLVI/2015 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA
ILÍCITA. EL ARTÍCULO 18 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO TRANSGREDE EL DERECHO
FUNDAMENTAL A LA LIBERTAD DE TRABAJO.
  
  
El derecho fundamental a la libertad de trabajo, reconocido en el artículo 5o. de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos, como cualquier otro derecho humano, no es absoluto,
irrestricto e ilimitado, sino que su ejercicio se condiciona a la satisfacción de los siguientes
presupuestos: a) que no se trate de una actividad ilícita; b) que no se afecten derechos de terceros;
y, c) que no se afecten derechos de la sociedad en general. En ese sentido, el artículo 18 de la Ley
Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita no
transgrede el derecho fundamental indicado, al establecer determinadas obligaciones para aquellas
actividades que, en términos del diverso 17 del propio ordenamiento, se consideran "vulnerables" o
más propensas para el blanqueo de recursos provenientes de actividades ilícitas, en virtud de que
dichas obligaciones no impiden a quienes realicen ese tipo de actividades vulnerables, que
continúen ejerciéndolas en el marco de su libertad de trabajo, sino que las constriñe a que todas
aquellas operaciones comerciales que pretendan hacerse pagaderas a través de dinero en efectivo,
por montos superiores a los previstos en el propio ordenamiento, sean tratadas en los términos del
citado artículo 18 y reportadas a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.
  
  
Amparo en revisión 11/2015. Tlazala Sur, S.A. de C.V. 22 de abril de 2015. Cinco votos de los
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo,
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón
Cossío Díaz. Secretaria: Carmen Vergara López.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 21 de agosto de 2015 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a. CCXLIV/2015 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA
ILÍCITA. EL ARTÍCULO 18, FRACCIÓN IV, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO IMPONE A LOS
PARTICULARES LA OBLIGACIÓN DE PRESTAR UN SERVICIO PÚBLICO.
  
  
El precepto y fracción citados prevén para quienes realicen actividades vulnerables la obligación de
custodiar, proteger, resguardar y evitar la destrucción u ocultamiento de la información y
documentación que sirva de soporte a la actividad vulnerable, así como la que identifique a sus
clientes o usuarios; asimismo, obliga a conservar la información y documentación referida de forma
física o electrónica por un plazo de cinco años, contado a partir de la fecha de la realización de la
actividad vulnerable, salvo que las leyes de la materia de las entidades federativas establezcan un
plazo diferente. Ahora bien, esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación estima
que dichas obligaciones no implican la prestación de un servicio público que, en todo caso,
correspondería al Estado, o uno distinto de aquellos que la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos considera como obligatorios, es decir, el de las armas, el de los jurados, los
concejiles o los de elección popular; por el contrario, las obligaciones a que se refieren el precepto y
fracción referidos forman parte de la coordinación interinstitucional prevista en el artículo 2 del
propio ordenamiento, es decir, a aquella que tiene como fines recabar elementos útiles para
investigar y perseguir los delitos de operaciones con recursos de procedencia ilícita, los
relacionados con estos últimos, las estructuras financieras de las organizaciones delictivas y evitar
el uso de los recursos para su financiamiento, máxime que proteger el sistema financiero y la
economía nacional del blanqueo de recursos provenientes de actividades ilícitas es una labor
compleja que atañe, para su eficaz combate, no sólo a los órganos de gobierno, sino también
requiere de la colaboración de los gobernados y, más aún, de aquellos dedicados a actividades
consideradas por la propia ley y las mejores prácticas internacionales como susceptibles de
utilizarse para el lavado de dinero.
  
  
Amparo en revisión 11/2015. Tlazala Sur, S.A. de C.V. 22 de abril de 2015. Cinco votos de los
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo,
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón
Cossío Díaz. Secretaria: Carmen Vergara López.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 21 de agosto de 2015 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a. CCXLV/2015 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA
ILÍCITA. EL ARTÍCULO 18, FRACCIÓN IV, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO TRANSGREDE
EL PRINCIPIO DE SEGURIDAD JURÍDICA.
  
  
El precepto y fracción citados, al prever la obligación para quienes realicen actividades vulnerables
de custodiar, proteger, resguardar y evitar la destrucción u ocultamiento de la información y
documentación que sirva de soporte a la actividad vulnerable, así como la que identifique a sus
clientes o usuarios, y conservar la información y documentación referida de forma física o
electrónica, por un plazo de cinco años contado a partir de la fecha de la realización de la actividad
vulnerable, salvo que las leyes de la materia de las entidades federativas establezcan un plazo
diferente, no transgrede el principio de seguridad jurídica, al no definir lo que debe entenderse por
"información y documentación que sirva de soporte a la actividad vulnerable", en virtud de que,
además de que las leyes no son diccionarios, es lógico y razonable que el legislador no hubiera
delimitado con absoluta precisión dicho concepto, en la medida en que son múltiples las actividades
que el artículo 17 de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con
Recursos de Procedencia Ilícita considera como susceptibles de ser utilizadas para el blanqueo de
recursos de procedencia ilícita, por lo que sería impráctico y complejo delimitar la clase de
información y documentación que puede producir cada tipo de sujeto obligado. En efecto, el artículo
17 referido, en sus quince fracciones, prevé actividades de objeto social diverso que van desde las
vinculadas a la práctica de juegos con apuestas y sorteos, pasando por subastas y emisión de
tarjetas de crédito, hasta las relacionadas con vehículos automotrices e inmuebles, por lo que el
legislador utilizó una expresión que engloba lo que los sujetos obligados deben custodiar, proteger,
resguardar y evitar su destrucción u ocultamiento, esto es, la información y documentación.
  
  
Amparo en revisión 11/2015. Tlazala Sur, S.A. de C.V. 22 de abril de 2015. Cinco votos de los
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo,
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón
Cossío Díaz. Secretaria: Carmen Vergara López.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 21 de agosto de 2015 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a. CCXLVII/2015 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA
ILÍCITA. EL CONGRESO DE LA UNIÓN TIENE COMPETENCIA CONSTITUCIONAL PARA
EXPEDIR LA LEY FEDERAL RELATIVA.
  
  
En términos del artículo 73, fracciones X y XXIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, el Congreso de la Unión tiene facultades para legislar en materia de comercio y
seguridad pública federal. Ahora bien, la Ley Federal para la Prevención e Identificación de
Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita tiene como objeto proteger el sistema financiero y
la economía nacional, estableciendo medidas y procedimientos para prevenir y detectar actos u
operaciones que involucren recursos de procedencia ilícita, por medio de una coordinación
interinstitucional que tenga como fines recabar elementos útiles para investigar y perseguir los
delitos de operaciones con recursos de procedencia ilícita, los relacionados con estos últimos, las
estructuras financieras de las organizaciones delictivas y evitar el uso de los recursos para su
financiamiento. Así, dicho ordenamiento incide directamente en las materias de seguridad pública y
comercio, específicamente en lo concerniente al sector financiero y económico nacional, por lo que
el órgano legislativo mencionado sí tiene competencia constitucional para expedirlo.
  
  
Amparo en revisión 11/2015. Tlazala Sur, S.A. de C.V. 22 de abril de 2015. Cinco votos de los
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo,
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón
Cossío Díaz. Secretaria: Carmen Vergara López.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 21 de agosto de 2015 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a. CCXLII/2015 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.

Tipo: Aislada

Semanario Judicial de la Federación
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  Registro digital: 2009786 

  
  
PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA
ILÍCITA. LOS ARTÍCULOS 2 Y 32 DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO VULNERAN EL
PRINCIPIO DE PRESUNCIÓN DE INOCENCIA.
  
  
Los preceptos citados limitan el uso de dinero en efectivo en aquellas actividades consideradas
como vulnerables o susceptibles de utilizarse para el blanqueo de recursos de procedencia ilícita.
Ahora bien, dicha circunstancia obedece, según se advierte del proceso legislativo del cual
surgieron, a que conforme a las mejores prácticas internacionales se reconocen cierto tipo de
operaciones comerciales como más propensas a ser utilizadas para el lavado de recursos de
procedencia ilícita. Así, los artículos 2 y 32 de la Ley Federal para la Prevención e Identificación de
Operaciones con Recursos de Procedencia Ilícita no vulneran el principio de presunción de
inocencia, pues no dan por sentado que quienes llevan a cabo operaciones en efectivo superiores a
los montos determinados por la propia ley sean responsables de un delito, ni mucho menos que
quienes están dedicados a ejercer una actividad vulnerable sean delincuentes, lo que se corrobora
con el hecho de que aun cuando se considere que una determinada operación en efectivo tiene
inmersos recursos de procedencia ilícita, esta situación deberá ser investigada por la Unidad de
Inteligencia Financiera de la Procuraduría General de la República, previa denuncia
correspondiente, en términos del artículo 7 de la ley referida y siempre mediando una sentencia
definitiva que derrote la presunción de inocencia de los probables responsables.
  
  
Amparo en revisión 104/2015. Garpa Arrenda, S.A. de C.V. 20 de mayo de 2015. Cinco votos de los
Ministros Arturo Zaldívar Lelo de Larrea, José Ramón Cossío Díaz, Jorge Mario Pardo Rebolledo,
Olga Sánchez Cordero de García Villegas y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: José Ramón
Cossío Díaz. Secretaria: Carmen Vergara López.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 21 de agosto de 2015 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de
la Federación.

Instancia: Primera Sala Décima Época Materia(s): Constitucional,
Penal

Tesis: 1a. CCXLIX/2015 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.

Tipo: Aislada
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PREVENCIÓN E IDENTIFICACIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA
ILÍCITA. LA LEY FEDERAL RELATIVA, AL CONSTITUIR UN SISTEMA NORMATIVO COMPLEJO,
RESULTA IMPUGNABLE EN AMPARO DESDE SU ENTRADA EN VIGOR.
  
  
La Ley Federal para la Prevención e Identificación de Operaciones con Recursos de Procedencia
Ilícita contiene un entramado de obligaciones para sus distintos destinatarios, algunas de las cuales
se actualizan desde la entrada en vigor de la ley, mientras que otras están sujetas a que se surta el
supuesto normativo concreto, con la finalidad sustancial de dotar a nuestro país de instrumentos
suficientes para prevenir y detectar operaciones llevadas a cabo con recursos de procedencia ilícita
o tendientes a financiar actos de terrorismo. En ese sentido, se sostiene que tal ordenamiento legal,
al constituir un sistema normativo complejo, debe analizarse como autoaplicativo en su integridad y,
por ende, puede impugnarse desde su entrada en vigor, siempre y cuando el gobernado acredite,
mediante el material probatorio que estime conducente, que por la naturaleza de las actividades,
conocimientos, servicios o giros comerciales a que se dedica, se encuentra sujeto a las
obligaciones, prohibiciones o sanciones establecidas por dicho régimen jurídico especial.
  
  
Contradicción de tesis 272/2015. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Cuarto de
Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en el Distrito Federal, Cuarto de
Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con residencia en Guadalajara, Jalisco, y Sexto de
Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con residencia en Morelia, Michoacán, así como
Segundo, Tercero y Cuarto, todos en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 18 de noviembre de
2015. Unanimidad de cuatro votos de los Ministros Eduardo Medina Mora I., Juan N. Silva Meza,
José Fernando Franco González Salas y Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez
Dayán; en su ausencia hizo suyo el asunto Margarita Beatriz Luna Ramos. Secretaria: Georgina
Laso de la Vega Romero.
 
Criterios contendientes:
 
El sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región,
con residencia en el Distrito Federal, al resolver el amparo en revisión 73/2014, el sustentado por el
Cuarto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con residencia en
Guadalajara, Jalisco, al resolver el amparo en revisión 388/2014, el sustentado por el Sexto Tribunal
Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con residencia en Morelia,
Michoacán, al resolver el amparo en revisión 209/2014, el sustentado por el Segundo Tribunal
Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el amparo en revisión 419/2014,
el sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al
resolver el amparo en revisión 291/2014, y el diverso sustentado por el Cuarto Tribunal Colegiado
en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el amparo en revisión 295/2014.

Instancia: Segunda Sala Décima Época Materia(s): Común, Penal
Tesis: 2a./J. 162/2015 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial

de la Federación.
Tipo: Jurisprudencia
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Tesis de jurisprudencia 162/2015 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en
sesión privada del veinticinco de noviembre de dos mil quince.
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 29 de enero de 2016 a las 11:00 horas en el Semanario Judicial de
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del martes 02 de febrero de
2016, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 19/2013.
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ACTO DE AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. TIENE ESE CARÁCTER LA
RESOLUCIÓN EMITIDA POR LA COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES EN LA QUE
COMUNICA A UN SOLICITANTE QUE NO APROBÓ LA EVALUACIÓN PARA OBTENER LA
CERTIFICACIÓN EN MATERIA DE PREVENCIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE
PROCEDENCIA ILÍCITA Y FINANCIAMIENTO AL TERRORISMO. 
  
  
Cuando la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, en su carácter de ente público, determina si
las evaluaciones practicadas son aprobatorias o no para que, en su caso, otorgue las certificaciones
correspondientes a los particulares, actúa en un plano de supra a subordinación en cumplimiento a
sus facultades establecidas en las disposiciones jurídicas en materia de prevención de operaciones
con recursos de procedencia ilícita y financiamiento al terrorismo, pues impone su voluntad hacia
los solicitantes al tener la facultad de determinar en forma definitiva si aprobaron o no la evaluación
y, por ende, si les otorga o no la certificación en la materia mencionada, lo que realiza
unilateralmente, pues crea o extingue por sí situaciones jurídicas que afectan la esfera del
particular, sin la necesidad de acudir a los órganos judiciales ni al consenso de éste. De lo anterior
se advierte que cuando la Comisión Nacional Bancaria y de Valores considera que algún
participante no aprobó la evaluación y, en consecuencia, le niega la certificación correspondiente,
se genera una restricción, en su calidad de aspirante, de la posibilidad de ejercer las funciones de
auditor externo independiente, de oficial de cumplimiento o de algún otro profesional en la citada
materia, ya que la autorización otorgada por la Comisión es requisito indispensable para realizarlas,
por lo que tal restricción debe realizarse con base en requisitos y evaluaciones justificadas sujetas a
revisión por un medio de control constitucional. Con base en lo expuesto, se concluye que la
resolución en la que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores comunica a un solicitante que no
aprobó la evaluación para obtener la certificación en comento sí constituye un acto de autoridad
impugnable a través del juicio de amparo, en tanto se cumplan los demás presupuestos procesales
para su procedencia.
  
  
Contradicción de tesis 330/2019. Entre las sustentadas por el Octavo Tribunal Colegiado de Circuito
del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en Naucalpan de Juárez, Estado de México
y el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 16 de octubre de 2019.
Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín
Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Michelle
Lowenberg López.
 
Criterios contendientes:
 
El sustentado por el Octavo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región,

Instancia: Segunda Sala Décima Época Materia(s): Común,
Administrativa

Tesis: 2a./J. 160/2019 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial
de la Federación.
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con residencia en Naucalpan de Juárez, Estado de México, al resolver el amparo en revisión
379/2017 (cuaderno auxiliar 190/2018), y el diverso sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en
Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el amparo en revisión 3/2019.
 
Tesis de jurisprudencia 160/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en
sesión privada del cuatro de noviembre de dos mil diecinueve. 
  
  
Esta tesis se publicó el viernes 03 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de
la Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 06 de enero de
2020, para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019.
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